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FICHA JURISPRUDENCIAL

NÚMERO DE RESOLUCIÓN: ANA-S1-0074-2014

FECHA DE RESOLUCIÓN: 21-11-2014

FICHA JURISPRUDENCIAL Nro.1

TEMÁTICAS RESOLUCIÓN

1. ARBOL / 2. DERECHO AGRARIO / 3. DERECHO AGRARIO PROCESAL / 4. ELEMENTOS
COMUNES DEL PROCEDIMIENTO / 5. COMPETENCIA DEL TRIBUNAL AGROAMBIENTAL /

Problemas jurídicos

Interpone recurso de casación en el fondo, contra el Auto Interlocutorio Definitivo de fecha 22 de
septiembre de  2014,  dictada por  el  Juez  Agroambiental  de  Cochabamba,  que declara  probada la
excepción de incompetencia en razón de territorio y materia e improbada la excepción de impersoneria
en la actora y los demandados, planteada por los demandados, con base en los siguientes argumentos:

1. Acusa error de hecho y de derecho en la apreciación de la prueba, al haber el juez de instancia
interpretado erróneamente la normativa que rige la definición de la competencia entre la jurisdicción
ordinaria y la jurisdicción agroambiental, específicamente respecto de las certificaciones emitidas por la
Alcaldía de Tiquipaya al señalar que la competencia no solo se determina en razón de territorio, la
materia y la naturaleza del proceso, sino fundamentalmente por la ubicación del predio, el destino que
se da a la propiedad y el tipo de actividad que se desarrolla en ella, empero dichas certificaciones que
cursan a fs. 42 y 60, si bien señalan según el municipio que el predio cuyo avasallamiento se ha
denunciado se encuentra en AREA URBANA, definida a través de las Ordenanzas Municipales N°
211/2009 y N° 067/2012, pese al tiempo transcurrido de su aprobación estas no se hallan homologadas
mediante Resolución Suprema, por ello el INRA le otorgó Titulo Ejecutorial el año 2011 por el uso
agrícola, aspecto constatado por el juez de instancia en audiencia de inspección judicial; sin embargo, el
mismo  no  solicitó  complementación  de  dichas  certificaciones  menos  declinó  su  competencia  en
audiencia realizada in situ si consideraba que el inmueble era de uso urbano.

2. Señala violación, interpretación errónea o aplicación indebida del art. 11 del D.S. N° 29215 y art. 31
del D.S. N° 24447, toda vez que el juez agroambiental ejerce su competencia en el art. 39-1 de la L. N°
1715 y art. 4 de la L. N° 477 definida para el área rural y que de encontrarse el predio en área urbana
la Ordenanza Municipal debe estar homologada mediante una Resolución Suprema, lo que no ocurre
indica en el  presente caso porque no se encuentran homologadas dichas ordenanzas municipales,
concluye en señalar la recurrente que para efectos de ley dicho predio se encuentra en área rural, mas
si se toma en cuenta la actividad a la que se halla destinada la propiedad; empero el juez de instancia
de manera sesgada y arbitraria habría definido al predio como: "destinada para vivienda", señalando
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que antes del avasallamiento no existía indicios de edificación alguna, por lo que su accionar generaría
inseguridad jurídica y caos legal por cuanto la norma le compele a conocer las acciones en áreas rurales
y urbanas siempre y cuando no cuenten con ordenanza municipal homologada. Observa de igual manera
que el juez a quo no aplicó correctamente el art. 11 del D.S. N° 29215 al declararse incompetente en el
conocimiento de la presente causa, violando dicha norma al igual que el art. 31 de la L. N° 24447 y la L.
N° 247 de 5 de junio de 2012 la que claramente determina el carácter urbano en un área mediante un
instrumento legal debidamente homologado, entendimiento aplicado por la jurisdicción agroambiental.

3. Continúa y argumenta interpretación errónea o aplicación indebida de los alcances de las Sentencias
Constitucionales No. 0378/2006-R de 18 de abril de 2006 y No. 001/2010 de 17 de diciembre de 2010,
en las que el juez de instancia basa su ilegal determinación, las cuales no orientan desconocer el
principio inicial y básico para determinar el espacio competencial de la jurisdicción agroambiental como
una consecuencia de la delimitación del área urbana municipal, ratificando la primera que un criterio
fundamental para la delimitación de su competencia además del espacial es el destino de la propiedad,
que en el caso de autos tanto las fotografías como la inspección realizada habrían constatado rastros de
siembra y cosecha en el predio al igual que los predios aledaños también están destinados a actividad
agraria; que por todo lo expresado solicita valorar el contenido del recurso en estricta observancia de la
ley y en definitiva se dignen casar en el fondo la resolución recurrida y compeler al juez a quo a
sustanciar la demanda de desalojo por avasallamiento.

Extracto de la razón de la decisión y del precedente agroambiental

"(...)  es  necesario  precisar  que  los  precedentes  jurisprudenciales  emitidos  por  el  Tribunal
Agroambiental  en  concordancia  con  las  Sentencias  Constitucionales,  expresan  que  si  bien  la
competencia  de  la  jurisdicción  agroambiental  se  circunscribe  al  área  rural  de  cada  municipio,
establecida  la  misma  mediante  ordenanza  municipal  debidamente  homologada  por  la  autoridad
competente; no es menos relevante verificar -según sea el caso- la "actividad agraria" en el predio, en
consideración  a  la  "interpretación  material"  que  toma en  cuenta  la  "actividad"  y  "destino"  de  la
propiedad; sin embargo, el presente caso no resulta similar a otros referidos a áreas que aún no habían
sido objeto de saneamiento legal por parte del INRA, que además constituyen áreas con construcciones
destinadas a vivienda u otros usos ajenos a la "actividad agraria" en el sentido extensivo del término,
pues en el caso de autos se observa que el juzgador no consideró lo siguiente: a) Que el predio cuyo
avasallamiento se ha denunciado, cuenta con un Título Ejecutorial SPP-NAL-189075 de fecha 21 de
enero de 2011 (posterior a la Ordenanza Municipal N° 211/2009) y emitido en cumplimiento de la
C.P.E., art. 8-II num. 2) de la L. Nº 1715 modificada por la L. Nº 3545 y Titulo X, Capitulo I y II del D.S.
N° 29215 y la Resolución Administrativa RA-SS No. 1160/2010 de fecha 17 de noviembre de 2010, título
que además se encuentra debidamente registrado en Derechos Reales, por tanto es un documento
idóneo para acreditar el derecho propietario sobre el predio avasallado, al tratarse de un predio titulado
Post Saneamiento respecto al cual se efectuó la regulación y perfeccionamiento del derecho propietario
a partir  de la verificación de la Función Social  en la superficie de 0.2172 Has.,  clasificada como
pequeña propiedad con actividad agrícola, aspecto que se encuentra en contraposición a lo señalado
por el juzgador respecto al destino y uso del predio. b) No consideró que las fotografías adjuntadas al
expediente de fs. 7 al 9 y 71 revelan un terreno apto para agricultura y como corrobora la parte
recurrente todos los años siembra y que "se habría sembrado maíz a principios de noviembre del año
2013 y cosechado en junio de este año", que a momento del avasallamiento si bien no estaba sembrado
como señaló el juez a quo en la audiencia de inspección judicial, el mismo evidencio "rastrojo de maíz "
de la última cosecha, añadiendo la parte demandada en la misma audiencia que "antes en el terreno se
sembraba alfa  alfa  y  que en una sola  ocasión aprovechando la  ausencia  de los  demandados han
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procedido a la siembra de maíz" (sic), ratificando con ello la aptitud del predio como agrícola; sin
embargo, en la incursión al predio por parte de los demandados se habría ingresado piedra y arena para
la construcción de vivienda, que también fue observado por el juez de instancia cuando señala "se
encuentran 4 montones de piedra y arena que han sido descargados recientemente", aspectos por los
cuales califica al predio "con todas las características de uso para vivienda" de manera errada. c) Es
igualmente errada la valoración de la prueba, por cuanto obvio el Informe Pericial de fecha 22 de
septiembre de 2014 requerido en audiencia por el juez a quo, informe que observó actividad agraria en
el terreno mencionando dos vacas de propiedad de los demandados y actividad agrícola en la zona con
terrenos agrícolas, también subraya que el predio no cuenta con servicios básicos, aspectos que no
fueron valorados por el juez a quo al emitirse el Auto Interlocutorio Definitivo antes de su valoración, en
consecuencia el juez de instancia ha incurrido en errores sobre la apreciación de la prueba".

"(...) el juez agroambiental de Cochabamba en lo que respecta a la determinación de la competencia del
área urbana se verifica que la autoridad judicial consideró de manera errónea la Ordenanza Municipal
N° 211/2009 de 22 de septiembre de 2009, ratificada por la Ordenanza Municipal N° 067/2012, pues las
mismas señalan que aun no se encuentran debidamente homologadas conforme establece el art. 31-1 al
D.S.  N° 24447 que señala en su parágrafo I  que: "Las Áreas Urbanas serán aprobadas mediante
Ordenanza Municipal, que entrará en vigencia, una vez homologada por Resolución Suprema, aprobada
con la participación de los Ministerios de Desarrollo Humano y Desarrollo Sostenible. Para éste fin, la
Ordenanza Municipal deberá ser remitida a la Secretaría Nacional de Participación Popular, y a la
Secretaría Nacional de Planificación, respectivamente, las cuales deberán elevar el informe técnico en
las materias de su competencia, a los Ministros correspondientes", y en ese mismo sentido tampoco se
consideró el art. 11 de la L. N° 1715; que señala que la ordenanza municipal para ser vigente deberá
estar debidamente homologada, no siendo de la misma manera éste el único elemento o requisito sine
quanon para que el órgano jurisdiccional agroambiental asuma conocimiento en las acciones que se
interpongan, pues como se señaló con anterioridad el Juez Agroambiental también debió valorar la
actividad desarrollada en el predio, pues resulta esencial identificar el uso y destino de la misma, la
naturaleza de la actividad desarrollada y las características de la zona en la que se ubica el bien
inmueble;  es  decir,  que  para  determinar  su  competencia  al  margen  de  la  ordenanza  municipal
homologada el juez agroambiental debe ingresar al análisis material respecto al predio objeto de la litis,
en estricta correspondencia de los parágrafos I, II y III del art. 397 de la Constitución Política del
Estado, advirtiéndose así que la propiedad agraria está en base a criterios vinculados a la actividad que
se desarrollan en la propiedad o en su caso al destino que se le otorga. Consecuentemente al haber el
juez a quo declarado probada la excepción de incompetencia con una valoración errónea respecto a la
actividad del predio denunciado de avasallamiento, realizó una interpretación errónea de la normativa
agraria vigente y del art. 31 del D.S. N° 24447 de 20 de diciembre de 1996".

Síntesis de la razón de la decisión

La Sala Primera del Tribunal Agroambiental, con la jurisdicción y competencia otorgada por el art. 189
inc. 1) de la C.P.E., CASA el Auto Interlocutorio Definitivo de fecha 22 de septiembre de 2014, cursante
de fs. 74 a 75 vta. y resolviendo en el fondo declara IMPROBADA la excepción de incompetencia
opuesta  por  los  demandados  Milton  Jimenez  Montaño  y  otros,  por  tanto  se  declara  al  Juez
Agroambiental de Cochabamba competente para el conocimiento de la presente demanda de desalojo
por avasallamiento disponiendo que reasuma la misma hasta la emisión de la sentencia en el caso de
autos, con base en los siguientes argumentos:

1. En el caso de autos se observa que el juzgador no consideró lo siguiente: a) Que el predio cuyo
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avasallamiento se ha denunciado, cuenta con un Título Ejecutorial SPP-NAL-189075 de fecha 21 de
enero de 2011 (posterior a la Ordenanza Municipal N° 211/2009) y emitido en cumplimiento de la
C.P.E., art. 8-II num. 2) de la L. Nº 1715 modificada por la L. Nº 3545 y Titulo X, Capitulo I y II del D.S.
N° 29215 y la Resolución Administrativa RA-SS No. 1160/2010 de fecha 17 de noviembre de 2010, título
que además se encuentra debidamente registrado en Derechos Reales, por tanto es un documento
idóneo para acreditar el derecho propietario sobre el predio avasallado, al tratarse de un predio titulado
Post Saneamiento respecto al cual se efectuó la regulación y perfeccionamiento del derecho propietario
a partir  de la verificación de la Función Social  en la superficie de 0.2172 Has.,  clasificada como
pequeña propiedad con actividad agrícola, aspecto que se encuentra en contraposición a lo señalado
por el juzgador respecto al destino y uso del predio. b) No consideró que las fotografías adjuntadas al
expediente de fs. 7 al 9 y 71 revelan un terreno apto para agricultura y como corrobora la parte
recurrente todos los años siembra y que "se habría sembrado maíz a principios de noviembre del año
2013 y cosechado en junio de este año", que a momento del avasallamiento si bien no estaba sembrado
como señaló el juez a quo en la audiencia de inspección judicial, el mismo evidencio "rastrojo de maíz "
de la última cosecha, añadiendo la parte demandada en la misma audiencia que "antes en el terreno se
sembraba alfa  alfa  y  que en una sola  ocasión aprovechando la  ausencia  de los  demandados han
procedido a la siembra de maíz" (sic), ratificando con ello la aptitud del predio como agrícola; sin
embargo, en la incursión al predio por parte de los demandados se habría ingresado piedra y arena para
la construcción de vivienda, que también fue observado por el juez de instancia cuando señala "se
encuentran 4 montones de piedra y arena que han sido descargados recientemente", aspectos por los
cuales califica al predio "con todas las características de uso para vivienda" de manera errada. c) Es
igualmente errada la valoración de la prueba, por cuanto obvio el Informe Pericial de fecha 22 de
septiembre de 2014 requerido en audiencia por el juez a quo, informe que observó actividad agraria en
el terreno mencionando dos vacas de propiedad de los demandados y actividad agrícola en la zona con
terrenos agrícolas, también subraya que el predio no cuenta con servicios básicos, aspectos que no
fueron valorados por el juez a quo al emitirse el Auto Interlocutorio Definitivo antes de su valoración, en
consecuencia el juez de instancia ha incurrido en errores sobre la apreciación de la prueba.

2. El juez agroambiental de Cochabamba consideró de manera errónea la Ordenanza Municipal N°
211/2009 de 22 de septiembre de 2009, ratificada por la Ordenanza Municipal N° 067/2012, pues las
mismas señalan que aun no se encuentran debidamente homologadas conforme establece el art. 31-1 al
D.S. N° 24447  y en ese mismo sentido tampoco se consideró el art. 11 de la L. N° 1715; que señala que
la ordenanza municipal para ser vigente deberá estar debidamente homologada, no siendo de la misma
manera éste el único elemento o requisito sine quanon para que el órgano jurisdiccional agroambiental
asuma conocimiento en las acciones que se interpongan, pues como se señaló con anterioridad el Juez
Agroambiental  también debió valorar la  actividad desarrollada en el  predio,  pues resulta esencial
identificar el uso y destino de la misma, la naturaleza de la actividad desarrollada y las características
de la zona en la que se ubica el bien inmueble; es decir, que para determinar su competencia al margen
de la ordenanza municipal homologada el juez agroambiental debe ingresar al análisis material respecto
al predio objeto de la litis, en estricta correspondencia de los parágrafos I, II y III del art. 397 de la
Constitución Política del Estado, advirtiéndose así que la propiedad agraria está en base a criterios
vinculados a la actividad que se desarrollan en la propiedad o en su caso al destino que se le otorga.
Consecuentemente al haber el juez a quo declarado probada la excepción de incompetencia con una
valoración  errónea  respecto  a  la  actividad  del  predio  denunciado  de  avasallamiento,  realizó  una
interpretación errónea de la normativa agraria vigente y del art.  31 del D.S. N° 24447 de 20 de
diciembre de 1996.
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Reconstrucción del precedente agroambiental, subregla jurisprudencial, norma adscrita

COMPETENCIA DEL TRIBUNAL AGROAMBIENTAL

Los precedentes jurisprudenciales emitidos por el Tribunal Agroambiental en concordancia
con las Sentencias Constitucionales, expresan que si bien la competencia de la jurisdicción
agroambiental se circunscribe al área rural de cada municipio, establecida la misma mediante
ordenanza municipal debidamente homologada por la autoridad competente; no es menos
relevante verificar -según sea el caso- la "actividad agraria" en el predio, en consideración a la
"interpretación material" que toma en cuenta la "actividad" y "destino" de la propiedad.

"(...)  es  necesario  precisar  que  los  precedentes  jurisprudenciales  emitidos  por  el  Tribunal
Agroambiental  en  concordancia  con  las  Sentencias  Constitucionales,  expresan  que  si  bien  la
competencia  de  la  jurisdicción  agroambiental  se  circunscribe  al  área  rural  de  cada  municipio,
establecida  la  misma  mediante  ordenanza  municipal  debidamente  homologada  por  la  autoridad
competente; no es menos relevante verificar -según sea el caso- la "actividad agraria" en el predio, en
consideración  a  la  "interpretación  material"  que  toma en  cuenta  la  "actividad"  y  "destino"  de  la
propiedad; sin embargo, el presente caso no resulta similar a otros referidos a áreas que aún no habían
sido objeto de saneamiento legal por parte del INRA, que además constituyen áreas con construcciones
destinadas a vivienda u otros usos ajenos a la "actividad agraria" en el sentido extensivo del término,
pues en el caso de autos se observa que el juzgador no consideró lo siguiente: a) Que el predio cuyo
avasallamiento se ha denunciado, cuenta con un Título Ejecutorial SPP-NAL-189075 de fecha 21 de
enero de 2011 (posterior a la Ordenanza Municipal N° 211/2009) y emitido en cumplimiento de la
C.P.E., art. 8-II num. 2) de la L. Nº 1715 modificada por la L. Nº 3545 y Titulo X, Capitulo I y II del D.S.
N° 29215 y la Resolución Administrativa RA-SS No. 1160/2010 de fecha 17 de noviembre de 2010, título
que además se encuentra debidamente registrado en Derechos Reales, por tanto es un documento
idóneo para acreditar el derecho propietario sobre el predio avasallado, al tratarse de un predio titulado
Post Saneamiento respecto al cual se efectuó la regulación y perfeccionamiento del derecho propietario
a partir  de la verificación de la Función Social  en la superficie de 0.2172 Has.,  clasificada como
pequeña propiedad con actividad agrícola, aspecto que se encuentra en contraposición a lo señalado
por el juzgador respecto al destino y uso del predio. b) No consideró que las fotografías adjuntadas al
expediente de fs. 7 al 9 y 71 revelan un terreno apto para agricultura y como corrobora la parte
recurrente todos los años siembra y que "se habría sembrado maíz a principios de noviembre del año
2013 y cosechado en junio de este año", que a momento del avasallamiento si bien no estaba sembrado
como señaló el juez a quo en la audiencia de inspección judicial, el mismo evidencio "rastrojo de maíz "
de la última cosecha, añadiendo la parte demandada en la misma audiencia que "antes en el terreno se
sembraba alfa  alfa  y  que en una sola  ocasión aprovechando la  ausencia  de los  demandados han
procedido a la siembra de maíz" (sic), ratificando con ello la aptitud del predio como agrícola; sin
embargo, en la incursión al predio por parte de los demandados se habría ingresado piedra y arena para
la construcción de vivienda, que también fue observado por el juez de instancia cuando señala "se
encuentran 4 montones de piedra y arena que han sido descargados recientemente", aspectos por los
cuales califica al predio "con todas las características de uso para vivienda" de manera errada. c) Es
igualmente errada la valoración de la prueba, por cuanto obvio el Informe Pericial de fecha 22 de
septiembre de 2014 requerido en audiencia por el juez a quo, informe que observó actividad agraria en
el terreno mencionando dos vacas de propiedad de los demandados y actividad agrícola en la zona con
terrenos agrícolas, también subraya que el predio no cuenta con servicios básicos, aspectos que no
fueron valorados por el juez a quo al emitirse el Auto Interlocutorio Definitivo antes de su valoración, en
consecuencia el juez de instancia ha incurrido en errores sobre la apreciación de la prueba".


